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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a diez de junio de dos mil veintiséis.

[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 10795/INFOEM/IP/RR/2025, interpuesto por XXXXXXXXX, en lo sucesivo la parte Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Aculco, en lo subsecuente el Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución.

A N T E C E D E N T E S

PRIMERO. De la solicitud de información.
Con fecha ocho de julio de dos mil veinticinco, la parte Recurrente presentó solicitud de información que fue registrada en el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) con el número de expediente 00134/ACULCO/IP/2025, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:

«Solicitud de información pública para YANELI GONZALEZ VELA En ejercicio del derecho de acceso a la información pública, con fundamento en el artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, solicito atentamente la siguiente información relacionada con la ciudadana Yaneli González Vela: Copia certificada de los nombramientos, designaciones o cualquier documento oficial que acredite que Yaneli González Vela haya ocupado el cargo de Procuradora del Sistema Municipal DIF de Aculco, incluyendo fechas de inicio y término del encargo. Copia de cualquier autorización, permiso, licencia o constancia expedida por el Ayuntamiento de Aculco, el Sistema Municipal DIF de Aculco o la autoridad competente, que autorice a Yaneli González Vela para ejercer actividades profesionales privadas, incluyendo litigio o actuación como abogada patrona, durante el periodo en que desempeñó funciones como Procuradora del DIF. Copia del artículo, sección o apartado del reglamento, manual o normativa interna del Ayuntamiento de Aculco o del Sistema Municipal DIF que regule el ejercicio de actividades profesionales privadas de servidores públicos, específicamente para abogados que desempeñan cargos en el DIF. En caso de que no exista autorización o permiso para realizar actividades profesionales de litigio privadas durante el encargo, solicito se me expida constancia de inexistencia. Copia del padrón de personal o listado de funcionarios que hayan desempeñado funciones en el Sistema Municipal DIF de Aculco desde el 1 de enero de 2019 hasta el 08 de julio de 2025, para confirmar la permanencia y funciones de la ciudadana mencionada. Adicionalmente, solicito se me informe sobre el procedimiento para la entrega de copias certificadas, en caso de que la información solicitada incluya documentos con valor legal y se requieran, especificando si deberán ser recogidas personalmente en las oficinas correspondientes o si existe la opción de envío por paquetería, así como los costos y tiempos estimados para dicha entrega. Solicito que la información sea proporcionada en formato digital cuando sea posible y que, en caso de existir costos por reproducción o certificación, se me informe previamente para su autorización. Declaro que la información solicitada es de interés ciudadano y no tiene fines comerciales ni de lucro.» (Sic)

Modalidad de entrega: A través del SAIMEX

SEGUNDO. De la prórroga para dar atención a la solicitud de información.
El doce de agosto de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado hizo del conocimiento de Recurrente que el término para dar atención a la solicitud se había ampliado por siete días adicionales, sin que se haya proporcionado dicho acuerdo emitido por el Comité de Transparencia en términos del artículo 163 de la Ley de Transparencia estatal 

TERCERO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
De las constancias que obran en el expediente electrónico, se observa que el día veintidós de agosto de dos mil veinticinco, el Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información manifestando lo siguiente:

«En respuesta a la solicitud recibida, nos permitimos hacer de su conocimiento que con fundamento en el artículo 53, Fracciones: II, V y VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, le contestamos que:

Se adjuntan respuestas

ATENTAMENTE
Ing. Brenda Crisanta Vilchis Rivera» (Sic)

El Sujeto Obligado adjuntó a su respuesta los documentos denominados «turno 134.pdf» y «SOL1342025.pdf», cuyo contenido no se reproduce por ser del conocimiento de las partes; no obstante, será objeto de análisis en el estudio correspondiente.

CUARTO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, la parte Recurrente interpuso el presente recurso de revisión el doce de septiembre de dos mil veinticinco, el cual se registró en el SAIMEX con el expediente número 10795/INFOEM/IP/RR/2025, en el que manifestó lo siguiente:

Acto Impugnado: 
«Negativa y omisión en la entrega de información solicitada sobre la ciudadana Yaneli González Vela, incluyendo nombramientos, permisos y padrones de la Procuraduría del Sistema Municipal DIF de Aculco, así como incumplimiento de la modalidad de entrega y del plazo legal.» (Sic)

Razones o motivos de inconformidad: 
«II. Fundamento legal y fracciones del Artículo 179 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios aplicables Con base en el Artículo 178 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, interpongo este recurso considerando las siguientes causales del Artículo 179: 1. I. Negativa a la información solicitada: El sujeto obligado negó toda entrega de información, aunque parte de ella (nombramientos, reglamentos internos, padrones) podía ser proporcionada por el Ayuntamiento. 2. IV. Declaración de incompetencia por el sujeto obligado: El Ayuntamiento, a través del Secretario, declaró que no era competente para entregar información sobre la ciudadana Yaneli González Vela, indicando que debía solicitarse al Sistema Municipal del Desarrollo Integral de la Familia. Sin embargo, conforme al memorándum INFOEM/DGTAIPGA/063/2025, por parte del Director General de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Gobierno Abierto, el Sistema Municipal DIF de Aculco no es sujeto obligado, y que el propio Ayuntamiento de Aculco puede atender solicitudes relacionadas con ese organismo. Por tanto, esta negativa constituye una indebida declaración de incompetencia. 3. V. Entrega de información incompleta: No se entregó información sobre los cargos, permisos o autorizaciones de Yaneli González Vela, en la Procuraduría del Sistema Municipal DIF Aculco, ni el padrón de servidores de dicha Procuraduría en las fechas señaladas, dejando sin efecto parte de la solicitud. 4. VIII. Notificación, entrega o puesta a disposición en modalidad distinta: La solicitud fue presentada dentro de la Plataforma Nacional de Transparencia, sin embargo, la respuesta se notificó por correo electrónico por medio de la dirección notificaciones.saim@itaipem.org.mx y se indicó que estaba disponible en SAIMEX, un medio distinto al solicitado en una cuenta que yo no abrí, enviando al suscrito a través de la dirección de notificaciones antes citada, el usuario y contraseña de SAIMEX. Incumpliendo el artículo 156 de la Ley de Transparencia estatal que establece que cuando la solicitud se haga a través de la PNT las notificaciones deben hacerse a través de esa vía, así como el artículo 164 que obliga a respetar la modalidad de entrega elegida por el solicitante y, en caso de imposibilidad, debe fundar y motivar la necesidad de ofrecer otra. 5. X. Costos o tiempos de entrega: La respuesta se notificó el 22 de agosto, excediendo el plazo legal de 15 días hábiles más la prórroga de 7 días otorgada el 12 de agosto. 6. XI. Falta de trámite a una solicitud: La Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de Aculco no dirigió correctamente la solicitud a la dependencia competente del Ayuntamiento que podía entregar la información, obstaculizando el acceso. 7. XIII. Falta, deficiencia o insuficiencia de fundamentación y motivación: La negativa se sustentó únicamente en el Art. 91 de la Ley Orgánica Municipal, sin explicar quién debía entregar la información disponible ni por qué no se remitió a la dependencia competente. III. Motivos de inconformidad 1. La información solicitada es de interés ciudadano y debe ser accesible conforme al principio de máxima publicidad y transparencia. 2. La negativa y omisión afecta mi derecho a acceder a información pública sobre la administración municipal y la gestión de personal en el Ayuntamiento de Aculco. 3. La modalidad de entrega solicitada por el recurrente no fue respetada, y el retraso en la entrega impide un seguimiento oportuno de la solicitud, máxime que el Oficio número 0128 con expediente: PMA/SA/CI/2025 con el que el secretario del ayuntamiento dio respuesta a la titular de la unidad de información, planeación, programación, evaluación y transparencia de Aculco tiene fecha del 05 de agosto de 2025. 4. La entrega por SAIMEX a cuenta no autorizada ni abierta por el suscrito constituyen un acto equiparable a “entregar por la puerta trasera”, al dejar fuera el control y trazabilidad pública que otorga la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), medio que garantiza publicidad, verificabilidad, transparencia y acceso para cualquier persona interesada, principios esenciales del derecho de acceso a la información 5. La Unidad de Transparencia del Ayuntamiento no remitió la solicitud a la dependencia correcta en el ayuntamiento, ya que el Secretario del Ayuntamiento señaló que no tiene esas facultades, limitando el acceso a información que sí podía estar disponible. 6. La fundamentación de la negativa fue insuficiente, ya que se omitió indicar la dependencia competente y no se explicó por qué el Ayuntamiento no podía atender la solicitud sobre el DIF.» (Sic)

La parte Recurrente adjuntó al recurso de revisión el documento denominado «REVISION_ACULCO_00134.pdf», que consiste en el escrito de recurso de revisión en formato PDF. 

QUINTO. Del turno y admisión del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado Presidente José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico en términos del numeral 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, al cual recayó acuerdo de admisión de fecha diecisiete de septiembre de dos mil veinticinco, otorgándose en él un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

SEXTO. De la etapa de instrucción.
Se observa que el Sujeto Obligado omitió rendir el Informe Justificado durante la etapa de instrucción. Por otro lado, la parte Recurrente no realizó manifestaciones, vertió alegatos ni presentó pruebas que a su derecho convinieran.

SÉPTIMO. Del cierre de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal, se decretó el cierre de instrucción el veintinueve de septiembre de dos mil veinticinco, en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

OCTAVO. De la ampliación del término para resolver.
De las constancias que integran el expediente electrónico, se advierte que ha transcurrido el término de Ley para la emisión de la resolución en el presente recurso de revisión, por lo que el veintinueve de octubre de dos mil veinticinco se notificó a las partes el acuerdo por el que se ordena ampliar el plazo para la emisión de la resolución, en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, ordenándose turnar los expedientes a la resolución que en derecho proceda.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente recurso de revisión conforme a lo dispuesto en los artículos 5 párrafos cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto fracciones IV y V de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; artículo 2 fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9 fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es menester señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. Cuestiones de previo y especial pronunciamiento. 
El recurso de revisión en estudio contiene los elementos normativos de validez exigidos en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, establecidos en el artículo 180 que enuncia:

Artículo 180. El recurso de revisión contendrá:
I. El sujeto obligado ante la cual se presentó la solicitud;
II. El nombre del solicitante que recurre o de su representante y, en su caso, del tercero interesado, así como la dirección o medio que señale para recibir notificaciones;
III. El número de folio de respuesta de la solicitud de acceso;
IV. La fecha en que fue notificada la respuesta al solicitante o tuvo conocimiento del acto reclamado, o de presentación de la solicitud, en caso de falta de respuesta;
V. El acto que se recurre;
VI. Las razones o motivos de inconformidad;
VII. La copia de la respuesta que se impugna y, en su caso, de la notificación correspondiente, en el caso de respuesta de la solicitud; y
VIII. Firma del recurrente, en su caso, cuando se presente por escrito, requisito sin el cual se dará trámite al recurso.

Adicionalmente, se podrán anexar las pruebas y demás elementos que considere procedentes someter a juicio del Instituto.

En ningún caso será necesario que el particular ratifique el recurso de revisión interpuesto.

En caso de que el recurso se interponga de manera electrónica no será indispensable que contengan los requisitos establecidos en las fracciones II, IV, VII y VIII.

Cabe señalar que presentar solicitudes anónimas, con el nombre incompleto o con un seudónimo no es motivo para desechar las solicitudes de acceso a la información pública conforme a lo previsto en el artículo 155, penúltimo párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que señala lo siguiente:

Artículo 155. […]

Las solicitudes anónimas, con nombre incompleto o seudónimo serán procedentes para su trámite por parte del sujeto obligado ante quien se presente. No podrá requerirse información adicional con motivo del nombre proporcionado por el solicitante.
[…]

Robusteciendo lo anterior se encuentra lo dispuesto en el artículo 5 párrafos cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto y cuadragésimo sexto, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, se establece lo siguiente:

Artículo 5.- En el Estado de México todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales en los que el Estado mexicano sea parte, en esta Constitución y en las leyes que de ésta emanen, por lo que gozarán de las garantías para su protección, las cuales no podrán restringirse ni suspenderse salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece.
[…]
Toda persona en el Estado de México, tiene derecho al libre acceso a la información plural y oportuna, así como a buscar recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.
[…]
El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 

Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. 

Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:
[…]
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos;
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
[…]
VIII. El Estado contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica y de gestión, con capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de transparencia, acceso a la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que establezca la ley. 
[…]

Por otra parte, del contenido del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se destaca lo siguiente:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Por lo cual, de una interpretación sistemática, conforme y progresiva del derecho humano de acceso a la información pública se aprecia que toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, deberá tener acceso a la información pública, es decir, dicho derecho fundamental exime a quien lo ejerce, de acreditar su legitimación en la causa o su interés en el asunto, lo que permite la posibilidad de que, incluso, la solicitud de acceso a la información pueda ser anónima o no contener un nombre que identifique al solicitante o que permita tener certeza sobre su identidad. En conclusión, se cubrieron los requisitos de procedencia y procedibilidad, conforme a las constancias que obran en el expediente.

CUARTO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad que deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.

Por lo anterior, es una facultad legal entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto; presupuestos procesales de inicio o trámite de un proceso que dotan de seguridad jurídica las resoluciones, máxime que es una figura procesal adoptada en la ley de la materia[footnoteRef:2], la cual permite dilucidar alguna causal que impida el estudio y resolución, cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseerlo, sin estudiar el fondo del asunto. [2:  Estudio oficioso o a petición de parte que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines, sirviendo de sustento la tesis aislada XVI.1o.A.T.2 K visible en el Semanario Judicial de la Federación bajo el número de registro 2000365 cuyo rubro y texto estipula lo siguiente:

IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


Así las cosas, en la especie, no se actualiza ninguna causa de improcedencia de las referidas en el artículo 191 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, encontrándose actualizados todos los presupuestos procesales para atender el fondo del asunto, en los términos del considerando posterior.

QUINTO. Estudio y resolución del asunto.
El análisis y resolución del presente recurso, se funda en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local.

En virtud de lo anterior, es conveniente recordar que el Recurrente requirió que se le informe de lo siguiente:

1. Copia certificada de los nombramientos, designaciones o cualquier documento oficial que acredite que la servidora pública mencionada en la solicitud haya ocupado el cargo de Procuradora del Sistema Municipal DIF de Aculco, incluyendo fechas de inicio y término del encargo.
2. Copia de cualquier autorización, permiso, licencia o constancia expedida por el Ayuntamiento de Aculco, el Sistema Municipal DIF de Aculco o la autoridad competente, que autorice a la servidora pública referida para ejercer actividades profesionales privadas, incluyendo litigio o actuación como abogada patrona, durante el periodo en que desempeñó funciones como Procuradora del DIF. 
3. Copia del artículo, sección o apartado del reglamento, manual o normativa interna del Ayuntamiento de Aculco o del Sistema Municipal DIF que regule el ejercicio de actividades profesionales privadas de servidores públicos, específicamente para abogados que desempeñan cargos en el DIF; ye n caso de que no exista autorización o permiso para realizar actividades profesionales de litigio privadas durante el encargo, sose requiere la constancia de inexistencia.
4. Copia del padrón de personal o listado de funcionarios que hayan desempeñado funciones en el Sistema Municipal DIF de Aculco desde el 1 de enero de 2019 hasta el 08 de julio de 2025.
5. El procedimiento para la entrega de copias certificadas, en caso de que la información solicitada incluya documentos con valor legal y se requieran, especificando si deberán ser recogidas personalmente en las oficinas correspondientes o si existe la opción de envío por paquetería, así como los costos y tiempos estimados para dicha entrega.

Cabe resaltar que, si bien es cierto que en el texto de la solicitud se requirió la información en copia certificada, también lo es que la modalidad de entrega elegida en el SAIMEX fue «A través del SAIMEX», como se observa en la siguiente imagen:

[image: ]

Por lo anterior, se estima que la modalidad de entrega de la información se requirió tanto en copia certificada como mediante el SAIMEX.

A dicha solicitud, el Sujeto Obligado respondió con la entrega de los siguientes documentos:

1. SOL1342025.pdf. Oficio 0128 suscrito por el Secretario del Ayuntamiento, mediante el cual indicó que, con fundamento articulo 91 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, la petición no se encuentra dentro de las facultades, atribuciones y/o obligaciones de ese sujeto obligado, por lo que la petición debe turnarse al Sistema Municipal del Desarrollo Integral de la Familia de Aculco.
2. turno 134.pdf. Oficio número 097/SMDIF/DIR/08/2025 emitido por la Directoria del Sistema Municipal del Desarrollo Integral de la Familia de Aculco (SMDIF), con el que respondió que el periodo del que solicita la información de la persona referida es largo, por lo que se dejan los archivos que obran es ese organismo a disposición del solicitante para su consulta de manera presencial.

Ante la respuesta emitida por el Sujeto Obligado, la parte Recurrente consideró que se trasgredió su derecho a la información pública, por lo que interpuso el recurso de revisión al rubro citado, señalando como acto impugnado la negativa y omisión en la entrega de la información, así como el incumplimiento de la modalidad de entrega y del plazo legal; dando como razones o motivos de inconformidad que se interpone el recurso considerando las siguientes causales de procedencia: que el sujeto obligado negó toda la entrega de la información aunque parte de ella puede ser proporcionada por el Ayuntamiento; que el Ayuntamiento se declaró incompetente e indicó que se debía solicitar la información al SMDIF de Aculco lo que constituye una indebida declaración de incompetencia; que no se entregó la información completa; la notificación, entrega o puesta a disposición en modalidad distinta; que se la respuesta se entregó excediendo el plazo para hacerlo; que la Unidad de Transparencia no dirigió correctamente la solicitud y que la respuesta no está debidamente fundada y motivada ya que no se explicó quién debería entregar la información disponible ni por qué no se remitió a la dependencia competente.

Se debe resaltar que ninguna de las partes realizó manifestaciones durante la etapa de instrucción en el presente procedimiento. En consecuencia, es necesario precisar que, toda vez que el Sujeto Obligado fue omiso de enviar el Informe Justificado ante este Instituto para manifestar lo que a derecho le asistiera y conviniera en el término de los siete días hábiles otorgados, dejó de justificar las razones o motivos que lo llevaron a emitir la respuesta que ahora se impugna; no obstante, la falta de informe justificado no es óbice para que este Instituto conozca y resuelva el recurso de revisión. 

Ahora bien, quedando establecido lo anterior, este Órgano Garante considera viable realizar el estudio en aras de establecer si la respuesta del Sujeto Obligado colma la pretensión de la parte Recurrente, así como calificar los motivos de inconformidad del particular. 

En este sentido, es pertinente enfatizar lo que, respecto al derecho de acceso a la información pública, refiere el artículo 5° de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, que en su parte conducente dispone lo siguiente:

Artículo 5. […]

El derecho a la información será garantizado por el Estado. La ley establecerá las previsiones que permitan asegurar la protección, el respeto y la difusión de este derecho. 

Para garantizar el ejercicio del derecho de transparencia, acceso a la información pública y protección de datos personales, los poderes públicos y los organismos autónomos, transparentarán sus acciones, en términos de las disposiciones aplicables, la información será oportuna, clara, veraz y de fácil acceso. 

Este derecho se regirá por los principios y bases siguientes:

I. Toda la información en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos estatales y municipales, así como del gobierno y de la administración pública municipal y sus organismos descentralizados, asimismo de cualquier persona física, jurídica colectiva o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de interés público y seguridad, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá prevalecer el principio de máxima publicidad. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la declaración de inexistencia de la información.
II. La información referente a la intimidad de la vida privada y la imagen de las personas será protegida a través de un marco jurídico rígido de tratamiento y manejo de datos personales, con las excepciones que establezca la ley reglamentaria.
III. Toda persona, sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación de éstos.
IV. Se establecerán mecanismos de acceso a la información y procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante el organismo autónomo especializado e imparcial que establece esta Constitución.
V. Los procedimientos de acceso a la información pública, de acceso, corrección y supresión de datos personales, así como los recursos de revisión derivados de los mismos, podrán tramitarse por medios electrónicos, a través de un sistema automatizado que para tal efecto establezca la ley reglamentaria y el organismo autónomo garante en el ámbito de su competencia. Las resoluciones que correspondan a estos procedimientos se sistematizarán para favorecer su consulta.
VI. Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán, a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada sobre el ejercicio de los recursos públicos y los indicadores que permitan rendir cuenta del cumplimiento de sus objetivos y los resultados obtenidos.
VII. La ley reglamentaria, determinará la manera en que los sujetos obligados deberán hacer pública la información relativa a los recursos públicos que entreguen a personas físicas o jurídicas colectivas.

En ese orden de ideas, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, prevé en su artículo 23 fracción IV, lo siguiente:

Artículo 23. Son sujetos obligados a transparentar y permitir el acceso a su información y proteger los datos personales que obren en su poder:
[…]
IV. Los ayuntamientos y las dependencias, organismos, órganos y entidades de la administración municipal;
[…]

Es así como, conforme a los preceptos legales citados, se desprende que el derecho de acceso a la información pública es un derecho individual que puede ser ejercido ante cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo, tanto federales, como estatales, de la Ciudad de México, o Municipales, con el fin de que los particulares conozcan toda aquella información que es considerada como pública.

Asimismo, de los motivos de inconformidad expresados por el Recurrente, se estima que en el presente caso se actualizaron las causales de procedencia del recurso de revisión previstas en las fracciones I, III, V y VII del artículo 179 de la Ley de Transparencia local. 

En ese sentido, también es importante señalar que el artículo 4, párrafo segundo, de la Ley de Transparencia local dispone lo siguiente:

Artículo 4. […]

Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. 

Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.

De lo anterior, se desprende, que la información generada, obtenida, adquirida, transmitida, administrada o en posesión de los Sujetos Obligados, será accesible de manera permanente a cualquier persona, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información.

Por su parte, el artículo 12, de la Ley de la materia establece que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información que generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven, y sólo facilitarán las que se les requiera y obre en sus archivos, en el estado en el que se encuentre, sin la obligación de generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones; tal y como se señala a continuación: 

Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones.

En síntesis, el derecho de acceso a la información pública se satisface en aquellos casos en que se entregue el soporte documental en que conste la información pública, toda vez que, los Sujetos Obligados no tienen el deber de generar, poseer o administrar la información pública con el grado de detalle solicitado; esto es, que no tienen el deber de generar un documento ad hoc, para satisfacer el derecho de acceso a la información pública.

Como apoyo a lo anterior, es aplicable el Criterio 03-17, emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, que dice: 


No existe obligación de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de acceso a la información. Los artículos 129 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 130, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, señalan que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar, de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre. Por lo anterior, los sujetos obligados deben garantizar el derecho de acceso a la información del particular, proporcionando la información con la que cuentan en el formato en que la misma obre en sus archivos; sin necesidad de elaborar documentos ad hoc para atender las solicitudes de información.


Asimismo, el artículo 24, de la Ley de la materia, dispone que los Sujetos Obligados sólo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones; por consiguiente, la información pública se encuentra a disposición de cualquier persona, lo que implica que es deber de los Sujetos Obligados, garantizar el derecho de acceso a la información pública.

En esta misma tesitura, es de subrayar que el derecho de acceso a la información pública, consiste en que la información solicitada conste en un soporte documental en cualquiera de sus formas, a saber: expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los Sujetos Obligados; los que, podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico, de conformidad con el artículo 3, fracción XI, de la Ley de la materia, el cual dispone lo siguiente: 

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
XI. Documento: Los expedientes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos, directivas, directrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades, funciones y competencias de los sujetos obligados, sus servidores públicos e integrantes, sin importar su fuente o fecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual, electrónico, informático u holográfico;
[…]

Siendo aplicable el Criterio de interpretación en el orden administrativo número 0002-11, emitido por Acuerdo del Pleno del Instituto de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado Libre y Soberano de México «Gaceta del Gobierno», el diecinueve de octubre de dos mil once, cuyo rubro y texto dispone:


INFORMACIÓN PÚBLICA, CONCEPTO DE, EN MATERIA DE TRANSPARENCIA. INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 2°, FRACCIÓN V, XV, Y XVI, 3°, 4°, 11 Y 41. De conformidad con los artículos antes referidos, el derecho de acceso a la información pública, se define en cuanto a su alcance y resultado material, el acceso a los archivos, registros y documentos públicos, administrados, generados o en posesión de los órganos u organismos públicos, en virtud del ejercicio de sus funciones de derecho público, sin importar su fuente, soporte o fecha de elaboración.

En consecuencia el acceso a la información se refiere a que se cumplan cualquiera de los siguientes tres supuestos:

1) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea generada por los Sujetos Obligados;
2) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, sea administrada por los Sujetos Obligados, y
3) Que se trate de información registrada en cualquier soporte documental, que en ejercicio de las atribuciones conferidas, se encuentre en posesión de los Sujetos Obligados.

En segundo término, tomando en cuenta la respuesta proporcionada por parte del Sujeto Obligado, toda vez que el Sujeto Obligado, mediante el pronunciamiento de la Directora del SMDIF de Aculco manifestó que la información solicitada puede ser consultada de manera presencial, se deduce que existe una aceptación por parte del Sujeto Obligado que genera, administra o posee dicha información, derivada del ejercicio de sus funciones de derecho público.

Por lo que este Órgano Garante estima conveniente delimitar el estudio de la presente resolución al cambio en la modalidad a consulta directa, propuesto por el Sujeto Obligado, pues son estos actos los que, entre otros, a consideración del Recurrente le causan agravio a su derecho de acceso a la información.

Asimismo, es de destacar que la información fue requerida a través del SAIMEX; sin embargo, mediante respuesta a la solicitud de información, el Sujeto Obligado de manera unilateral realizó un cambio en la modalidad de entrega aduciendo que el periodo del cual se requiere la información es muy largo;  sin que se especificaran las circunstancias que imposibilitan la entrega de la información en la modalidad elegida por el Recurrente, ni se ofreciera la opción de otras modalidades para la entrega de la información, así como la ubicación, horarios y el nombre de los servidores públicos que atendería al solicitante y el procedimiento de pago en el supuesto de requerir copias simples o certificadas de la información y el plazo en el que la información estará disponible para su consulta.

Asimismo, se debe señalar que, en antecedentes similares, la Dirección General de Informática de este Instituto ha informado que con relación al peso máximo de archivos que soporta el SAIMEX para adjuntar como respuesta a las solicitudes de información, se puedan adjuntar archivos con un peso aproximado de hasta 500 Mb o un equivalente de hasta 8,000 hojas, garantizando que el ciudadano no tenga problemas en la descarga de la información usando conexiones a internet convencionales bajo parámetros de escaneo en resolución máxima de 150Dpi's, escala de grises y formato «PDF» extraído directamente del escáner.

Ahora bien, es dable señalar que el artículo 158 de la Ley de Transparencia estatal dispone que, de manera excepcional, cuando de manera fundada y motivada lo determine el Sujeto Obligado, en los casos en que la entrega de la información que se encuentre a su disposición sobrepase las capacidades técnicas, administrativas y humanas del Sujeto Obligado para cumplir con la solicitud, se podrá poner a disposición del solicitante la información en consulta directa; así, se tiene que los sujetos obligados están constreñidos a demostrar dicha incapacidad con la finalidad de que el cambio de modalidad sea procedente.

En el caso en concreto, el Sujeto Obligado manifestó que la información solicitada abarca un periodo largo, sin que proporcionara ningún otro elemento de convicción que permitan acreditar la imposibilidad de que los documentos solicitados excedan las capacidades técnicas, administrativas y humanas y, por ende, su entrega vía SAIMEX; aunado a lo anterior, se debe señalar que si bien es cierto que el Sujeto Obligado señaló la circunstancia que le impide hacer entrega de la información, también lo que el análisis de la controversia no puede limitarse únicamente a la existencia de tal situación, sino que también debe atender a la naturaleza y características de la información solicitada.

En ese sentido, se considera necesario realizar el análisis de los puntos requeridos para determinar los documentos que pueden colmar las pretensiones del Recurrente.

Así, en el primer punto de la solicitud se requirieron los nombramientos designaciones o cualquier documento oficial que acredite que la servidora pública mencionada en la solicitud haya ocupado el cargo de Procuradora del Sistema Municipal DIF de Aculco, incluyendo fechas de inicio y término del encargo.

Al respecto, es dable referir que la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado y Municipio establece en sus artículos 4 fracciones III y VI y 5 lo siguiente:

ARTÍCULO 4. Para efectos de esta ley se entiende:
[…]
III.	Institución Pública: A cada uno de los poderes públicos del Estado, los municipios y los tribunales administrativos; así como los organismos descentralizados, fideicomisos de carácter estatal y municipal, y los órganos autónomos que sus leyes de creación así lo determinen.
[…]
VI.	Servidor Público: A toda persona física que preste a una institución pública un trabajo personal subordinado de carácter material o intelectual, o de ambos géneros, mediante el pago de un sueldo.
[…]

ARTÍCULO 5.- La relación de trabajo entre las instituciones públicas y sus servidores públicos se entiende establecida mediante nombramiento, formato único de movimiento de personal, contrato o por cualquier otro acto que tenga como consecuencia la prestación personal subordinada del servicio y la percepción de un sueldo.

De los preceptos en cita se desprende que los documentos con los que se acredita la relación laboral entre las instituciones públicas y los servidores públicos pueden se los nombramientos, formatos únicos de movimiento de personal (FUMP), contrato o cualquier otro acto que establezca la prestación personal subordinada y la percepción de un sueldo, por lo que se estima que, dada la aceptación a contar con la información solicitada, lo conducente es que se haga entrega de los documentos en donde conste la relación laboral entre la servidora pública y el SMDIF de Aculco en las modalidades elegidas por el Recurrente en versión pública de ser procedente.

Tocante a los puntos 2 y 3 de la solicitud, en los que se requiere la autorización, permiso, licencia o constancia expresa por parte del Sujeto Obligado para que la servidora pública referida ejerza actividades profesionales privadas y el documento en donde conste la norma que regule las actividades profesionales privadas de los servidores públicos, se estima que, ante la falta del pronunciamiento expreso por parte del Sujeto Obligado de contar con dichos documentos pero la aceptación de poner a disposición la información de manera presencial, no hay certidumbre respecto de la existencia de dicha documentación.

Por lo anterior, es conveniente señalar que la Ley que crea los Organismos Públicos Descentralizados de Asistencia Social, de carácter Municipal, denominados "Sistemas Municipales para el Desarrollo Integral de la Familia" dispone en su artículo 21 que los Sistemas Municipales para el Desarrollo Integral de la Familia –entre ellos el SMDIF de Aculco– estarán sujetos al control y vigilancia de los ayuntamientos y deberán coordinarse con el Sistema Estatal por medio de los convenios correspondientes para la concordancia de programas y actividades.

De lo que se desprende que respecto del control y vigilancia del SMDIF de Aculco y sus servidores públicos estará sujeto al del Ayuntamiento. En ese orden de ideas, el Bando Municipal de Aculco dispone en su artículo 101 que el Órgano Interno de Control Municipal tendrá un titular denominado Contralora o Contralor, quien será nombrada por acuerdo de Cabildo de entre una terna de ciudadanas y ciudadanos propuestos por la Presidenta Municipal y dependerá jerárquicamente de la misma y que para la ejecución de sus funciones se observará lo dispuesto en la Ley Orgánica Municipal del Estado de México.

Ahora bien, la Ley Orgánica Municipal del Estado de México estipula en su artículo 112 lo siguiente:

Artículo 112. El órgano interno de control municipal tendrá a su cargo las funciones siguientes:


III. Aplicar las normas y criterios en materia de control y evaluación;
IV. Asesorar a los órganos de control interno de los organismos auxiliares y fideicomisos de la administración pública municipal;
[…]
XVI. Verificar que los servidores públicos municipales cumplan con la obligación de presentar oportunamente la declaración de situación patrimonial y de intereses, en términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios;
[…]

Como se observa, los órganos internos de control son los encargados de aplicar las normas y criterios en materia de control y evaluación y verificar que los servidores públicos municipales presente la declaración de situación patrimonial y de intereses.

En ese sentido, la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de México y Municipios dispone en su artículo 3 fracción V que por conflicto de interés se entiende la posible afectación del desempeño imparcial y objetivo de los servidores públicos en razón de intereses personales, familiares o de negocios.

Asimismo, la Ley en cita dispone en sus artículos 32 y 61 los siguiente:

Artículo 32. La Secretaría de la Contraloría, así como los órganos internos de control, según corresponda, serán responsables de inscribir y mantener actualizada en el sistema de evolución patrimonial, de declaración de intereses y de presentación de la constancia de declaración fiscal, la información correspondiente a sus servidores públicos declarantes.

Asimismo, verificarán la situación o posible actualización de algún conflicto de interés, según la información proporcionada, llevarán el seguimiento de la evolución y la verificación de la situación patrimonial de dichos declarantes, en los términos de la presente Ley. Para tales efectos, la Secretaría de la Contraloría podrá firmar Convenios con el Servicio de Administración Tributaria, con la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de México, con el Instituto de la Función Registral, así como con las distintas autoridades que tengan a su disposición datos, información o documentos que puedan servir para verificar la información declarada por los servidores públicos.

Artículo 61. Incurrirá en actuación bajo conflicto de interés el servidor público que intervenga por motivo de su empleo, cargo o comisión en cualquier forma, en la atención, tramitación o resolución de asuntos en los que tenga Conflicto de Interés o impedimento legal.

El servidor público deberá informar inmediatamente sobre cualquier conflicto de interés que pudiera incurrir, al jefe inmediato o al órgano que determine las disposiciones aplicables de los entes públicos, solicitando sea excusado de participar en la atención, tramitación o resolución de los mismos.

El jefe inmediato deberá determinar y comunicar al servidor público, a más tardar cuarenta y ocho horas antes del plazo establecido para atender el asunto en cuestión, los casos en que no sea posible abstenerse de intervenir en los asuntos, así como establecer instrucciones por escrito para la atención, tramitación o resolución imparcial y objetiva de dichos asuntos.

De los señalado anteriormente, se desprende que corresponde a los órganos internos de control verificar que los servidores públicos presenten su declaración de intereses y si lo informado en ésta actualiza o no un conflicto de intereses, es decir, que no exista una posible afectación del desempeño imparcial y objetivo de los servidores públicos en razón de intereses de negocios.

Por tanto, se estima necesario que el área que pudiese contar con la información solicitada es el órgano interno de control municipal o, en su caso, el adscrito al SMDIF, por lo que lo procedente es ordenar la búsqueda exhaustiva y razonable de la información en los archivos del área competente y hacer entrega de los documentos en donde conste la autorización, permiso, licencia o constancia expresa por parte del Sujeto Obligado para que la servidora pública referida ejerza actividades profesionales privadas y el documento en donde conste la norma que regule las actividades profesionales privadas de los servidores públicos.

Cabe referir que el Recurrente no señaló la temporalidad de la información requerida en los puntos 1, 2 y 3 de la solicitud; sin embargo, se estima que, dada la naturaleza de esta, lo viable es que se haga entrega de la documentación que se haya generado al día ocho de julio de dos mil veinticinco, por ser esta la fecha de ingreso de la solicitud.

Por cuanto hace al punto 4, en la que se solicitó el padrón de personal o listado de funcionarios que hayan desempeñado en sus funciones en el SMDIF de Aculco desde el primero de enero de dos mil diecinueve al ocho de julio de dos mil veinticinco, se estima que el Recurrente no especificó el documento que requiere, por lo que se debe entender que lo requerido es el documento en donde obre el listado de servidores públicos adscritos al SMDIF de Aculco.

Al respecto, el Sujeto Obligado debió darle a la solicitud de información una expresión documental, como lo establece el criterio con clave de control SO/016/2017 emitido por el entonces Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), que a la letra estipula lo siguiente:

Expresión documental. Cuando los particulares presenten solicitudes de acceso a la información sin identificar de forma precisa la documentación que pudiera contener la información de su interés, o bien, la solicitud constituya una consulta, pero la respuesta pudiera obrar en algún documento en poder de los sujetos obligados, éstos deben dar a dichas solicitudes una interpretación que les otorgue una expresión documental. 

Ahora bien, es necesario determinar si el Sujeto Obligado se encuentra constreñido a generar, poseer o administrar algún documento que pueda colmar las pretensiones del Recurrente.

Así, se tiene que el artículo 92 fracciones VII y VIII de la Ley de Transparencia estatal dispone lo siguiente:

Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
[…]
VII.	El directorio de todos los servidores públicos, a partir del nivel de jefe de departamento o su equivalente o de menor nivel, cuando se brinde atención al público, manejen o apliquen recursos públicos, realicen actos de autoridad o presten servicios profesionales bajo el régimen de confianza u honorarios y personal de base.

El directorio deberá incluir, al menos el nombre, cargo o nombramiento oficial asignado, nivel del puesto en la estructura orgánica, fecha de alta en el cargo, número telefónico, domicilio para recibir correspondencia y dirección de correo electrónico oficiales, datos que deberán señalarse de forma independiente por dependencia y entidad pública de cada sujeto obligado;

VIII.	La remuneración bruta y neta de todos los servidores públicos de base o de confianza, de todas las percepciones, incluyendo sueldos, prestaciones, gratificaciones, primas, comisiones, dietas, bonos, estímulos, ingresos y sistemas de compensación, señalando la periodicidad de dicha remuneración;
[…]

De los preceptos en cita se desprende que todos los sujetos obligados deberán poner a disposición del público la información del directorio y la remuneración de los servidores públicos. Al respecto, los Lineamientos Técnicos Generales para la publicación, homologación y estandarización de la información de las obligaciones establecidas en el Título Quinto y en la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir los sujetos obligados en los portales de Internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia disponen que, entre los criterios sustantivos que debe contener la información publicada relativa al directorio y remuneraciones se encuentran los siguientes 

Del directorio de servidores públicos:

Criterio 1 Ejercicio.
Criterio 2 Periodo que se informa (fecha de inicio y fecha de término con el formato día/mes/año).
Criterio 3 Clave o nivel del puesto ([en su caso] de acuerdo con el catálogo que regule la actividad del sujeto obligado).
Criterio 4 Denominación del cargo (de conformidad con el nombramiento otorgado).
Criterio 5 Nombre de la persona servidora pública(nombre[s], primer apellido, segundo apellido), integrante y/o miembro del sujeto obligado, y/o persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión y/o ejerza actos de autoridad14. En su caso, incluir una nota que especifique el motivo por el cual no existe persona servidora pública ocupando el cargo, por ejemplo: Vacante.
Criterio 6 Sexo (catálogo): Mujer/Hombre.
Criterio 7 Área de adscripción (de acuerdo con el catálogo que, en su caso, regule la actividad del sujeto obligado).
Criterio 8 Fecha de alta en el cargo con el formato día/mes/año.
Criterio 9 Domicilio para recibir correspondencia oficial (tipo de vialidad [catálogo], nombre de vialidad [calle], número exterior, número interior [en su caso], tipo de asentamiento humano [catálogo], nombre de asentamiento humano [colonia], clave de la localidad, nombre de la localidad, clave del municipio, nombre del municipio o delegación, clave de la entidad federativa, nombre de la entidad federativa [catálogo], código postal).
Criterio 10 Número(s) de teléfono(s) oficial(es) y extensión (es).
Criterio 11 Correo electrónico oficial, en su caso.

De las remuneraciones de los servidores públicos, entre otros:

Criterio 1 Ejercicio.
Criterio 2 Periodo que se informa (fecha de inicio y fecha de término con el formato día/mes/año).
Criterio 3 Tipo de integrante del sujeto obligado (catálogo): funcionaria(o)/persona servidora pública/persona servidora pública eventual/integrante/empleada(o)/representante popular/miembro del poder judicial/miembro de órgano autónomo/personal de confianza/persona prestadora de servicios profesionales/otro.
Criterio 4 Clave o nivel del puesto ([en su caso], de acuerdo con el catálogo que regule la actividad del sujeto obligado).
Criterio 5 Denominación o descripción del puesto (de acuerdo con el catálogo que en su caso regule la actividad del sujeto obligado). La información debe publicarse con perspectiva de género, en caso de que el catálogo que regule al sujeto obligado no contenga redacción con perspectiva de género, se incluirá la alternativa incluyente y no sexista entre paréntesis o corchetes.
Criterio 6 Denominación del cargo (de conformidad con el nombramiento otorgado).
Criterio 7 Área de adscripción (de acuerdo con el catálogo de áreas o puestos, si así corresponde).
Criterio 8 Nombre completo de la persona servidora pública y/o toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión y/o ejerzan actos de autoridad (nombre [s], primer apellido, segundo apellido).
Criterio 9 Sexo (catálogo): Mujer/Hombre.
Criterio 10 Monto de la remuneración mensual bruta, de conformidad al Tabulador de sueldos y salarios que corresponda (se refiere a las percepciones totales sin descuento alguno).

De tal forma que en la información que se publique respecto del directorio y remuneraciones se puede obtener la información de los nombres de los servidores públicos adscritos a las áreas que conforman al Sujeto Obligado, entre ellos a los que prestan sus servicios al SMDIF de Aculco, por lo que se estima que se cuenta con la información solicitada con relación al padrón de servidores públicos, por lo que se deberá proporcionar la información correspondiente al periodo comprendido del primero de enero de dos mil diecinueve al ocho de julio de dos mil veinticinco.

Por último, con relación al procedimiento para la obtención de copias certificadas, se debe recordar que la modalidad de entrega en copias certificadas se encuentra regulada por el Código Financiero del Estado de México y Municipios en su artículo 148, fracciones III y IV, aplicable al Sujeto Obligado al estar incluido en el Título Cuarto «De los Ingresos de los Municipios», Capítulo Segundo «De los Derechos», Sección Cuarta «De los Derechos por Servicios Prestados por Autoridades Fiscales, Administrativas y de Acceso a la Información Pública», el que se dispone lo siguiente:

Artículo 148.- Por la expedición de documentos solicitados en el ejercicio del derecho a la información pública, se pagarán los derechos conforme a la siguiente: 

TARIFA CONCEPTO NÚMERO DE VECES EL VALOR DIARIO DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y ACTUALIZACIÓN VIGENTE

I. Por la expedición de copias simples: 
A). Por la primera hoja.								0.224 
B). Por cada hoja subsecuente.							0.016 
II. Por la expedición de copias certificadas: 
A). Por la primera hoja.							0.850 
B). Por cada hoja subsecuente.						0.417 
III. Por la expedición de información en medios magnéticos.			0.224 
IV. Para la expedición de información en disco compacto por cada disco.		0.336 
V. Por el escaneo y digitalización de documentos.					0.008 

Para los supuestos establecidos en las fracciones III y IV, el solicitante podrá proporcionar a la autoridad municipal, el medio en el que requiera le sea entregada la información pública, en cuyo caso no habrá costo que cubrir.

Así, se tiene que en el derecho de acceso a la información el cobro por su entrega en copias certificadas es un derecho que cobra el Estado y sus organismos y su destino es cubrir el gasto público y demás obligaciones a su cargo, por lo que es se debe proporcionar el procedimiento claro y específico para la obtención de las copias certificadas requeridas.

Por lo argumentado en párrafos anteriores, este Instituto estima que los motivos de inconformidad planteados por el Recurrente devienen parcialmente fundados, por lo que es procedente revocar la respuesta y ordenar al Sujeto Obligado que lleve a cabo una búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de todas las áreas que se consideren competentes con el propósito de hacer entrega al Recurrente vía SAIMEX y en copias certificadas, en versión pública de ser procedente, de los documentos en donde conste lo siguiente:

1. Los nombramientos, designaciones o cualquier documento oficial que acredite que la servidora pública mencionada haya ocupado el cargo de Procuradora del SMDIF de Aculco, generados al ocho de julio de dos mil veinticinco.
2. La autorización, permiso, licencia o constancia expedida por la autoridad competente, que autorice a la servidora pública referida para ejercer actividades profesionales privada durante el periodo en que desempeñó funciones como Procuradora del SMDIF de Aculco, generados al ocho de julio de dos mil veinticinco.
3. El reglamento, manual o normativa interna del Sujeto Obligado que regule el ejercicio de actividades profesionales privadas de servidores públicos, generados al ocho de julio de dos mil veinticinco.
4. El padrón o listado de servidores públicos adscritos al SMDIF de Aculco correspondiente al periodo comprendido del primero de enero de dos mil diecinueve al ocho de julio de dos mil veinticinco. 

Para la entrega de la información en copias certificadas, el Sujeto Obligado deberá señalar al Recurrente mediante el SAIMEX y de manera clara y específica el procedimiento para acceder a la información solicitada.

Ahora bien, en el supuesto de que una vez realizada la búsqueda exhaustiva y razonables en los archivos de las áreas competentes el Sujeto Obligado determine que la información descrita en los puntos 2 y 3 no fue generada, poseída o administrada, bastará con que así lo haga del conocimiento de la parte Recurrente en términos de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia local, que a la letra estipula lo siguiente:

Artículo 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven tal circunstancia.

Si el sujeto obligado, en el ejercicio de sus atribuciones, debía generar, poseer o administrar la información, pero ésta no se encuentra, el Comité de transparencia deberá emitir un acuerdo de inexistencia, debidamente fundado y motivado, en el que detalle las razones del por qué no obra en sus archivos.

DE LA VERSIÓN PÚBLICA
En la elaboración de la versión pública se deberá considera lo dispuesto en los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV, 91, 132 fracciones II y III y 143 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establecen lo siguiente:

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
[…]
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
[…]
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
[…]

Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.

Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
[…]

Artículo 143. Para los efectos de esta Ley se considera información confidencial, la clasificada como tal, de manera permanente, por su naturaleza, cuando:
I. Se refiera a la información privada y los datos personales concernientes a una persona física o jurídico colectiva identificada o identificable;
II. Los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos; y
III. La que presenten los particulares a los sujetos obligados, de conformidad con lo dispuesto por las leyes o los tratados internacionales.
La información confidencial no estará sujeta a temporalidad alguna y sólo podrán tener acceso a ella los titulares de la misma, sus representantes y los servidores públicos facultados para ello.
No se considerará confidencial la información que se encuentre en los registros públicos o en fuentes de acceso público, ni tampoco la que sea considerada por la presente ley como información pública.

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.

Por otro lado, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.

Asimismo, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:

Quincuagésimo sexto. Cuando la elaboración de la versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, genere costos por reproducción por derivar de una solicitud de información o determinación de una autoridad competente, ésta será elaborada hasta que se haya acreditado el pago correspondiente.

Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente:

I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los integrantes de los sujetos obligados en los documentos, y sus firmas autógrafas o digitales, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 

Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 

Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas sean irreversibles, de tal forma que no permitan la recuperación o visualización de la misma.

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja a la parte Recurrente en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva. 

Por lo que respecta al Acuerdo del Comité de Transparencia que sustente la versión pública de la documentación a entregar, deberá ser notificado mediante el SAIMEX.

En ese tenor y de acuerdo con la interpretación en el orden administrativo que le da la Ley de la materia a este Instituto específicamente, en términos de su artículo 36, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso a la información pública consignado a favor del Recurrente.

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, este Instituto considera que los motivos de inconformidad planteados por el Recurrente resultan parcialmente fundados en el recurso de revisión que es materia de esta resolución; por ello con fundamento en la primera hipótesis de la fracción III del artículo 186 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se REVOCA la respuesta a la solicitud de información número 00134/ACULCO/IP/2025, que ha sido materia del presente estudio.

Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,

S E    R E S U E L V E

PRIMERO. Se REVOCA la respuesta entregada por el Sujeto Obligado a la solicitud de información número 00134/ACULCO/IP/2025, al resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad argüidos por el Recurrente, en términos del Considerando QUINTO de la presente resolución. 

SEGUNDO. Se ORDENA al Sujeto Obligado que realice una búsqueda exhaustiva y razonable en los archivos de todas las áreas que se consideren competentes, con la finalidad de hacer entrega al Recurrente mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) y copias certificadas, en versión pública de ser procedente y en términos del Considerando QUINTO, de los documentos en donde conste lo siguiente:

1. Los nombramientos, designaciones o cualquier documento oficial que acredite que la servidora pública mencionada haya ocupado el cargo de Procuradora del SMDIF de Aculco, generados al ocho de julio de dos mil veinticinco.
2. La autorización, permiso, licencia o constancia expedida por la autoridad competente, que autorice a la servidora pública referida para ejercer actividades profesionales privada durante el periodo en que desempeñó funciones como Procuradora del SMDIF de Aculco, generados al ocho de julio de dos mil veinticinco.
3. El reglamento, manual o normativa interna del Sujeto Obligado que regule el ejercicio de actividades profesionales privadas de servidores públicos, generados al ocho de julio de dos mil veinticinco.
4. El padrón o listado de servidores públicos adscritos al SMDIF de Aculco correspondiente al periodo comprendido del primero de enero de dos mil diecinueve al ocho de julio de dos mil veinticinco. 

De ser procedente, como sustento de la versión pública se deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del Recurrente.

Para la expedición y obtención de la información en copias certificadas con costo, el Sujeto Obligado deberá informar al Recurrente mediante SAIMEX el procedimiento exacto y detallado para realizar el pago y para su posterior obtención (lugar, días, horas hábiles, etc.), debiendo acreditar el Sujeto Obligado la entrega de la información al Recurrente.

En el supuesto de que una vez realizada la búsqueda exhaustiva y razonables en los archivos de las áreas competentes el Sujeto Obligado determine que la información descrita en los puntos 2 y 3 del Resolutivo no fue generada, poseída o administrada, bastará con que así lo haga del conocimiento de la parte Recurrente en términos de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 19 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

TERCERO. Notifíquese la presente resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), para que, conforme a los artículos 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente; y se le apercibe que, en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200 fracción III, 214, 215 y 216 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado, de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. Notifíquese la presente resolución al Recurrente mediante el Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), y hágase de su conocimiento que, en caso de considerar que la presente resolución le cause algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

ASÍ LO RESUELVE POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA (EMITIENDO VOTO PARTICULAR CONCURRENTE), SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (EMITIENDO VOTO PARTICULAR CONCURRENTE) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA, EN LA VIGÉSIMA PRIMERA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL DIEZ DE JUNIO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.---------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
JMV/CCR/fzh
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Solicitud de informacién publica para YANELI GONZALEZ VELA En ejercicio del derecho de acceso a la informacidn publica, con
fundamento en el articulo 6° de la Constitucidn Politica de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Transparencia y Acceso a la
[Informacién Publica del Estado de México y Municipios, solicito atentamente la siguiente informacién relacionada con la ciudadana

‘aneli Gonzalez Vela: Copia certificada de los nombramientos, designaciones o cualquier documento oficial que acredite que Yaneli|
IGonzalez Vela haya ocupado el cargo de Procuradora del Sistema Municipal DIF de Aculco, incluyendo fechas de inicio y término
del encargo. Copia de cualquier autorizacién, permiso, licencia o constancia expedida por el Ayuntamiento de Aculco, el Sistema
Municipal DIF de Aculco o la autoridad competente, que autorice a Yaneli Gonzélez Vela para ejercer actividades profesionales
lprivadas, incluyendo litigio o actuacién como abogada patrona, durante el periodo en que desempefié funciones como Procuradora|
del DIF. Copia del articulo, seccién o apartado del reglamento, manual o normativa interna del Ayuntamiento de Aculco o del
ISistema Municipal DIF que regule el ejercicio de actividades profesionales privadas de servidores publicos, especificamente para
labogados que desempefian cargos en el DIF. En caso de que no exista autorizacién o permiso para realizar actividades
lprofesionales de litigio privadas durante el encargo, solicito se me expida constancia de inexistencia. Copia del padrén de personal|
lo listado de funcionarios que hayan desempefiado funciones en el Sistema Municipal DIF de Aculco desde el 1 de enero de 2019
lhasta el 08 de julio de 2025, para confirmar la permanencia y funciones de la ciudadana mencionada. Adicionalmente, solicito se
Ime informe sobre el procedimiento para la entrega de copias certificadas, en caso de que la informacién solicitada incluya
[documentos con valor legal y se requieran, especificando si deberan ser recogidas personalmente en las oficinas correspondientes
lo si existe la opcidn de envio por paqueteria, asi como los costos y tiempos estimados para dicha entrega. Solicito que la
linformacién sea proporcionada en formato digital cuando sea posible y que, en caso de existir costos por reproduccién o

lcertificacién, se me informe previamente para su autorizacién. Declaro que la informacién solicitada es de interés ciudadano y no
tiene fines comerciales ni de lucro.
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A través del SAIMEX o Copias Simples(con costo) S::;‘;Ita Directa(sin
CD-ROM(con costo) Copias Certificadas(con costo) Disquete 3.5(con costo)
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